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Procede la Sala a resolver el grado jurisdiccional de consulta respecto de la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Tercera, Sala de Descongestión, el 26 de noviembre de 2003, mediante la cual se adoptaron las siguientes declaraciones y condenas: 

“1°. Declárese (sic) administrativamente responsable a la Nación - Hospital de San José de la Palma - Centro de Atención de Yacopí, Cundinamarca, por la muerte ocasionada a la señora Luz Miryam Medina Olivares, de conformidad con las consideraciones expuestas en esta sentencia. 

2°. Condénese (SIC) en consecuencia a la Nación - Hospital de San José de la Palma - Centro de Atención de Yacopí - Cundinamarca, a reconocer y pagar a favor de los señores, por concepto de perjuicios morales: 

Esther Olivares de Medina y Fidel Medina (padres de la víctima), por el fallecimiento de su hija Luz Miryam Medina, la suma equivalente a cien (100) salarios mínimos mensuales vigentes para la fecha de esta sentencia, para cada uno y cuarenta (40) por la aflicción moral de la pérdida de la criatura neonata, para cada uno. 

Para María Eugenia Medina Olivares, María Sonia Medina Olivares, Nidia Medina Olivares (hermanas mayores de la víctima) y para Fabio Nelson medina Olivares (hermano menor de la víctima), quién está representado por su madre señora Esther Olivares de Medina, la suma equivalente a cincuenta (50) salarios mínimos legales mensuales vigentes para la fecha de esta sentencia, para cada uno. 

3°. Deniéganse las demás pretensiones de la demanda. 

4°. Para el cumplimiento de esta sentencia se dará aplicación a lo dispuesto por los artículos 176, 177 y 178 del Código Contencioso Administrativo. 

5°. Sin condena en costas. 

6°. En caso de no ser apelada la sentencia, súrtase ante el H. Consejo de Estado el grado jurisdiccional de consulta de conformidad con el artículo 57 de la Ley 446 de 1998”. 
I. ANTECEDENTES

1.1.- LA DEMANDA Y SU TRAMITE. 

En escrito presentado el 27 de septiembre de 1998 por intermedio de apoderado judicial, la señora Esther Olivares de Medina, actuando en nombre propio y en representación de su hijo menor Fabio Nelson Medina; María Eugenia, María Sonia y Nidia Medina Olivares; Fidel Medina y Ramiro Infante, interpusieron demanda en ejercicio de la acción de reparación directa en contra de la Nación - Ministerio de Salud, el Departamento de Cundinamarca, el Centro de Salud San Antonio de Yacopí y el Hospital San José de la Palma, con el fin de que se les declarara administrativa y patrimonialmente responsables por los perjuicios sufridos como consecuencia de la falla del servicio médico asistencial que produjo la muerte de la señora Luz Miryam Medina Olivares, así como el deceso del menor que estaba por nacer, en hechos ocurridos el 28 de septiembre de 1996, en el centro de Atención San Antonio de Yacopí (Cundinamarca). 

Como consecuencia de la anterior declaración solicitaron que se condenara solidariamente a las demandadas a pagar a su favor, por concepto de perjuicios morales derivados de la muerte de la señora Luz Miryam Medina Olivares, la suma equivalente en pesos a 2.000 gramos de oro para cada uno de sus padres y compañero permanente y 1.000 gramos de ese mismo metal para cada uno de los demás demandantes; asimismo se deprecaron las mismas cantidades antes referidas para cada uno de los referidos demandantes, por los perjuicios morales ocasionados por la muerte del menor que estaba por nacer; por concepto de perjuicios materiales, en la modalidad de lucro cesante, solicitaron el monto que resultare probado en el proceso a favor del señor Ramiro Infante en su condición de compañero permanente de la víctima directa. 
Como fundamentos fácticos de sus pretensiones se narraron, los que a continuación se transcriben: 

“La señora Luz Miryam Medina Olivares tuvo un desarrollo del embarazo normal y desde el día 2 de julio de 1996 acudió al Centro de Salud de San Antonio de Yacopí, Cundinamarca, para el control prenatal, sin que en ningún momento se observaran anomalías de ninguna naturaleza que hubiesen puesto en peligro la salud de la madre y/o la criatura. (…). 

“El día 26 de septiembre de 1996, teniendo ya aproximadamente entre 40 y 41 semanas de embarazo le comenzaron los dolores del parto y reventó fuente, razón por la cual ese mismo día fue trasladada al Centro de Salud de Yacopí, siendo atendida por el doctor Carlos Eduardo Rojas, quien le hizo tacto y manifestó que se la llevaran para la casa y la llevaran al otro día a las cinco de la mañana, con la advertencia de que durmiera de medio lado. 

Al día siguiente, 27 de septiembre de 1996, alrededor de las 8:00 a.m., fue conducida al Centro de Salud San Antonio de Yacopí, en donde fue hospitalizada y comenzaron con el procedimiento respectivo, aplicándole sueros y medicamentos para inducir el parto. La parturienta presentaba un estado de intolerancia al dolor como consecuencia del trabajo de parto, y fue atendida por la doctora Nancy Lucero Cortés Álvarez, quien se encontraba de turno. (…). 

Bien entrada la tarde, los familiares le sugirieron a los médicos que se le practicara cesárea, a lo cual el doctor Rojas manifestó que iban a ver que solucionaban, que estuvieran tranquilos, y al comenzar la noche se recibió por parte de la doctora Edna Margarita Martínez, en el Centro de Salud, una llamada de la madre de la paciente, señora Esther Olivares, en la cual le manifestó que no le podía aplicar anestesia, en razón de un episodio suscitado con anterioridad, en el cual mostró intolerancia a esa clase de medicamentos por tener reacción alérgica. 

No obstante el preaviso, los médicos del Centro de Salud, por razones que no aparecen muy claras, optaron luego de la junta médica, someterla al procedimiento de cesárea y luego de la preparación respectiva procedieron a anestesiarla, produciéndose a los cinco minutos el paro respiratorio que posteriormente le ocasionó la muerte. 

Una vez lograron los médicos revertir la situación de la paciente al sacarla de shock respiratorio de manera espontánea pero encontrándose inconsciente, dispusieron su remisión al Hospital La Samaritana de Bogotá, para lo cual ordenaron su traslado en la ambulancia del Centro de Salud en compañía de la médica de turno. Durante el transcurso del viaje presentó otros episodios de paros respiratorios, falleciendo en el camino cuando iban a la altura del municipio de Pacho, Cundinamarca, al no responder a las maniobras de reanimación”
. 
La demanda, así formulada, fue admitida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca mediante proveído de fecha 9 de noviembre de  1998, el  cual se notificó en legal forma a las entidades demandadas y al Ministerio Público
. 

1.2.- El Departamento de Cundinamarca contestó la demanda oportunamente. Como razones de su defensa manifestó que no existía nexo de causalidad entre actuación alguna de dicho ente territorial y el hecho dañoso que originó la presente acción, máxime cuando la actuación administrativa del Departamento -Secretaría de Salud-, está limitada a “crear políticas generales trazadas de acuerdo al sistema nacional de salud, más no de ejecutarlas, estas son funciones de los hospitales de cada uno de los municipios, quienes asumen la prestación directa de los servicios de salud, pues tienen personería jurídica y autonomía técnica y financiera”. Con fundamento en el anterior razonamiento puso la excepción perentoria de falta de legitimación en la causa por pasiva
.   
A su turno, la Nación - Ministerio de Salud contestó la demanda oponiéndose a las pretensiones formuladas en ella y como razones de su defensa señaló que no era la entidad llamada a responder por el hecho dañoso demandado, pues partió de afirmar que la entidad que prestó el servicio médico asistencial a la hoy occisa, fue el Centro de Salud San Antonio de Yacopí, que depende administrativa y económicamente del Hospital San José de La Palma (Cundinamarca), el cual es un establecimiento público del orden departamental, con autonomía administrativa, personería jurídica y patrimonio independiente, razón por la cual propuso también la excepción de falta de legitimación en la causa por pasiva
.    

Las demás entidades demandadas se abstuvieron de contestar la demanda.
 

1.3.- Vencido el período probatorio dispuesto en providencia proferida el 16 de septiembre de 1999 y fracasada la etapa de conciliación, el Tribunal de primera instancia mediante auto de 11 de abril de 2002 dio traslado a las partes para presentar alegatos de conclusión y al Ministerio Público para que rindiera concepto
.  

La parte actora, luego de referirse a los hechos materia de proceso y al acervo probatorio recaudado, indicó que dentro del sub judice se encontraban acreditados los elementos que configuran la responsabilidad patrimonial del Estado a título de falla presunta del servicio, concretamente por el tardío e inadecuado tratamiento médico brindado a la paciente, lo cual conllevó a que se produjera una insuficiencia respiratoria aguda por parte de la madre y un sufrimiento fetal agudo respecto del que estaba por nacer, con las nefastas consecuencias ya conocidas
.  

En sus alegatos, tanto el Departamento de Cundinamarca como la Nación - Ministerio de Salud, en sendos escritos, reiteraron los argumentos expuestos con las contestaciones de la demanda e insistieron en que respecto de dichas entidades debía declararse próspera la excepción de falta de legitimación por pasiva
.  

Dentro de la correspondiente etapa procesal el Ministerio Público guardó silencio
.  

1.4.- LA SENTENCIA CONSULTADA. 
Cumplido el trámite legal correspondiente, el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Tercera, Sala de Descongestión, profirió sentencia el 26 de noviembre de 2003, oportunidad en la cual declaró la responsabilidad patrimonial del Hospital de San José de la Palma y el Centro de Salud San Antonio de Yacopí (Cundinamarca), en los términos transcritos al inicio de esta sentencia, para tal efecto, señaló que de conformidad con lo probado en el proceso podía concluirse que la muerte de la señora Luz Miryam Medina Olivares y de su hijo que estaba por nacer, se produjeron como consecuencia de una falla del servicio médico asistencial por parte de dichas instituciones de salud. 

Al respecto, el Tribunal a quo se manifestó en los siguientes términos: 

“Es diciente el dictamen médico realizado a la historia clínica de la víctima, por parte del Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses, del 21 de diciembre de 2001, donde concluyó que efectivamente la muerte de la señora Medina se debió muy probablemente por un colapso cardiovascular por un nivel anestésico alto. Que la muerte de la misma se debió a una complicación del acto médico anestésico. Que la actuación médica no fue la adecuada y conllevó al resultado final (la muerte de la paciente y el feto). Finalmente concluyó que el acto operatorio no constituía una urgencia vital, pese a lo cual se tomó la decisión de intervenir la paciente en un medio hospitalario que no ofrecía las condiciones de infraestructura ni de personal adecuadas. 

Según lo anterior, la Sala concluye que nos encontramos dentro del régimen de la responsabilidad de falla presunta del servicio, a las demandadas les correspondía demostrar que actuaron dentro de los cánones de la mayor eficiencia posible, sin culpa, lo cual no ocurrió en este caso. En otros términos el actor no tendrá que demostrar la conducta omisiva o irregular de la Administración, porque ésta se presume.  

Es así como se demuestra que a la familia de la víctima se le causó un daño como se observa en el material probatorio, el demandado actuó con negligencia e impericia, debido a que la decisión adoptada en Junta Médica, al ver que la paciente no progresaba en su trabajo de parto, calificaron la situación como una urgencia vital y no como urgencia relativa, ya que no existía un sufrimiento fetal agudo ni de riesgo para la salud de la madre, si bien se había diagnosticado una ruptura prematura de membranas corimnióticas, no había signos de infección, por lo cual tampoco se configuraba la situación de urgencias para practicar la operación de cesárea. No obstante, determinaron la práctica de la misma, la cual como se mencionó anteriormente no se ameritaba pues el verdadero trabajo de parto apenas iniciaba, por lo que el manejo podía diferirse por unas cuantas horas. 

Por otra parte, cuando se determinó la práctica de la cirugía, que no se ameritaba, dieron lugar al acto anestésico, pues la cesárea no puede realizarse sin la colocación de anestésico (sic), cuya técnica empleada es la anestesia raquídea, que es técnicamente la más fácil, lo cual la hace más popular entre los médicos no especializados en anestesiología, que al caso concreto fue el Dr. Carlos Rojas, fue el profesional que suministró el medicamento a la paciente, en dosis muy elevadas, que ocasionó un colapso cardiovascular, que condujo al paro cardiorespiratorio y finalmente la muerte de la señora Medina Olivares”
.  

1.5.- EL TRAMITE DEL GRADO JURISDICCIONAL DE CONSULTA.
Mediante auto calendado el 27 de febrero de 2004, el Magistrado Sustanciador de la época dispuso el trámite correspondiente al grado jurisdiccional de consulta frente a la sentencia de primera instancia y, consiguientemente, dio traslado a las partes por el término común de 5 días para que presentaran sus alegaciones finales y al Ministerio Público para que rindiera concepto, término durante el cual el Hospital de San José de la Palma y el Centro de Atención de Yacopí (Cundinamarca), guardaron silencio
.
La parte actora reiteró los argumentos expuestos con la demanda y los alegatos de conclusión de primera instancia y agregó que debía confirmarse la sentencia consultada, habida cuenta que se probó la falla del servicio médico por parte de las entidades condenadas, concretamente, porque “se probó la negligencia y la falta de atención de las instituciones prestadoras del servicio de salud, además, no se estableció como eximente de responsabilidad en favor de las demandadas la prestación de un servicio diligente, oportuno y adecuado”
. 
A su turno, el Departamento de Cundinamarca y el Ministerio de Salud, respectivamente, luego de transcribir íntegramente los argumentos expuestos con los alegatos de conclusión de primera instancia, solicitaron la confirmación de la sentencia objeto de consulta, en lo que respecta a su exclusión de la condena
.  
El Ministerio Público, en su concepto, manifestó que debía confirmarse la sentencia consultada, habida cuenta de que se acreditó la falla del servicio médico asistencial por parte de las entidades condenadas, para tal efecto sostuvo que “está probado que la paciente no ingresó al servicio de urgencias en estado crítico, que los galenos debieron remitirla con  mucha antelación para ser atendida y tratada en un centro asistencial que tuviese los especialistas y las condiciones técnicas y científicas adecuadas para prestar el servicio médico requerido, circunstancias que se traducen en un obrar negligente e imprudente por parte de los galenos”
. 

1.6.- Finalmente, mediante proveído fechado el 27 de junio de 2013 la Sala que integra esta Subsección del Consejo de Estado decretó, como prueba de oficio, que se oficiara al Hospital San José de La Palma para que remitiera a este proceso, constancia respecto de su naturaleza jurídica, si cuenta con personería jurídica propia y, si el Centro de Salud de Yacopí se encuentra vinculado o adscrito a esa institución hospitalaria. Dicho requerimiento fue atendido por el referido Hospital mediante oficio de fecha 31 de julio de la presente anualidad, del cual se dio traslado a las partes, quienes guardaron silencio
.  
La Sala, al no encontrar causal de nulidad alguna que pudiera invalidar lo actuado, procede a resolver de fondo el presente asunto sometido a su conocimiento. 

II. CONSIDERACIONES 

2.1.- Competencia de la Sala. 

2.1.1.- La Sala es competente para conocer del grado jurisdiccional de consulta respecto de la sentencia proferida el 26 de noviembre de 2003, por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Tercera, Sala de Descongestión, comoquiera que la demanda se presentó el 13 de octubre de 1998 y la pretensión mayor se estimó en la suma de 2.000 gramos de oro equivalentes a $ 30’356.860 por concepto de perjuicios morales a favor de los padres y compañero permanente de la víctima directa, la cual supera el monto exigido para que un proceso adelantado en ejercicio de la acción de reparación directa tuviera vocación de doble instancia ante esta Corporación para aquella época, esto es  $ 18’850.000
, adicionalmente, advierte la Sala que la condena impuesta en la sentencia objeto de consulta sobrepasa los 300 SMLMV
. 

2.1.2.- En cuanto a la oportunidad para formular la presente acción indemnizatoria, advierte la Sala que se interpuso dentro de los dos (2) años que establece el numeral 8 del artículo 136 del C.C.A., toda vez que los daños por cuya indemnización se demanda -esto es la muerte de la señora Luz Miryam Medina Olivares y de la criatura gestante-, se produjeron el 28 de septiembre de 1996 y la demanda se presentó el 27 de septiembre de 1998. 

2.2.- Precisiones respecto del régimen de responsabilidad aplicable al presente asunto. 
Esta Sala, en sentencia de 19 de abril pasado
, unificó su posición en el sentido de indicar que, en lo que se refiere al derecho de daños, el modelo de responsabilidad estatal que adoptó la Constitución de 1991 no privilegió ningún régimen en particular, sino que dejó en manos del juez definir, frente a cada caso concreto, la construcción de una motivación que consulte las razones, tanto fácticas como jurídicas, que den sustento a la decisión que habrá de adoptar. Por ello, la jurisdicción de lo contencioso administrativo ha dado cabida a la utilización de diversos títulos de imputación, para la solución de los casos propuestos a su consideración, sin que esa circunstancia pueda entenderse como la existencia de un mandato que imponga la obligación al juez de utilizar, frente a determinadas situaciones fácticas, un específico título de imputación; por ello, se concluyó en la mencionada sentencia:

“En consecuencia, el uso de tales títulos por parte del juez debe hallarse en consonancia con la realidad probatoria que se le ponga de presente en cada evento, de manera que la solución obtenida consulte realmente los principios constitucionales que rigen la materia de la responsabilidad extracontractual del Estado, tal y como se explicó previamente en esta providencia”

Ahora bien, según jurisprudencia constante de esta Corporación, la responsabilidad patrimonial que le incumbe al Estado por actividades médico-asistenciales se debe analizar bajo el régimen de la falla probada del servicio, a lo cual se ha agregado que, en atención al carácter técnico de la actividad médica y a la dificultad probatoria que ello conlleva, el nexo de causalidad puede acreditarse de diversas maneras, en especial mediante la utilización de indicios, que no en pocas ocasiones constituye el único medio probatorio que permite establecer la presencia de la falla endilgada
.

Dicha concepción resulta aplicable de forma preferente a los casos de falla médica en el servicio de obstetricia, con la diferencia de que si el demandante demuestra que el embarazo se desarrolló en condiciones de total normalidad –como ocurrió en el caso presente-, sin posibilidades evidentes de complicaciones y sobrevino un daño a raíz del parto, esa circunstancia viene a ser per se un indicio suficiente para declarar la responsabilidad. Lo anterior, sin perjuicio de que dicha prueba indiciaria resulte refutada por la entidad demandada a lo largo del proceso. Así se explicó tal criterio en sentencia de 19 de agosto de 2009
: 

“En relación con la responsabilidad médica en el servicio de obstetricia, la Sala se había inclinado por considerar que en los eventos en los cuales el desarrollo del embarazo haya sido normal y, sin embargo, éste no termina satisfactoriamente, la obligación de la entidad demandada es de resultado.

“En decisiones posteriores se insistió en que la imputación de la responsabilidad patrimonial debía hacerse a título objetivo, pero siempre que desde el inicio, el proceso de gestación fuera normal, es decir, sin dificultades evidentes o previsibles, eventos en los cuales era de esperarse que el embarazo culminara con un parto normal. 

“No obstante, en providencias más recientes se recogió dicho criterio para considerar que los eventos de responsabilidad patrimonial del Estado por la prestación del servicio médico de obstetricia no pueden ser decididos en el caso colombiano bajo un régimen objetivo de responsabilidad; que en tales eventos, la parte demandante no queda relevada de probar la falla del servicio, sólo que el hecho de que la evolución del embarazo hubiera sido normal, pero que el proceso del alumbramiento no hubiera sido satisfactorio constituye un indicio de dicha falla . 

“En síntesis bajo el cobijo de la tesis que actualmente orienta la posición de la Sala en torno a la deducción de la responsabilidad de las entidades estatales frente a los daños sufridos en el acto obstétrico, a la víctima del daño que pretende la reparación le corresponde la demostración de la falla que acusa en la atención y de que tal falla fue la causa del daño por el cual reclama indemnización, es decir, debe probar: (i) el daño, (ii) la falla en el acto obstétrico y (iii) el nexo causal. La demostración de esos elementos puede lograrse mediante cualquier medio probatorio, siendo el indicio la prueba por excelencia en estos casos ante la falta de una prueba directa de la responsabilidad, dadas las especiales condiciones en que se encuentra el paciente frente a quienes realizan los actos médicos, y se reitera, la presencia de un daño en el momento del parto cuando el embarazo se ha desarrollado en condiciones normales, se constituye en un indicio de la presencia de una falla en el acto obstétrico, así como de la relación causal entre el acto y el daño. 

“No se trata entonces de invertir automáticamente la carga de la prueba para dejarla a la entidad hospitalaria de la cual se demanda la responsabilidad. En otras palabras no le basta al actor presentar su demanda afirmando la falla y su relación causal con el daño, para que automáticamente se ubique en el ente hospitalario demandado, la carga de la prueba de una actuación rodeada de diligencia y cuidado. No, a la entidad le corresponderá contraprobar en contra de lo demostrado por el actor a través de la prueba indiciaria, esto es, la existencia de una falla en el acto obstétrico y la relación causal con el daño que se produjo en el mismo, demostración que se insiste puede lograrse a través de cualquier medio probatorio incluidos los indicios,  edificados sobre la demostración, a cargo del actor, de que el embarazo tuvo un desarrollo normal y no auguraba complicación alguna para el alumbramiento, prueba que lleva lógicamente a concluir que si en el momento del parto se presentó un daño, ello se debió a una falla en la atención médica”  (Negrillas fuera del texto original).   
Con fundamento en todo lo anterior, la Sala procederá a estudiar, de acuerdo con las pruebas obrantes en el proceso, si en el sub lite concurren, o no, los elementos necesarios para declarar la responsabilidad patrimonial del Estado respecto de los hechos narrados en la demanda. 

2.3.- EL MATERIAL PROBATORIO RECAUDADO EN EL EXPEDIENTE. 
Dentro de la respectiva etapa procesal y con el lleno de los requisitos legales se recaudaron en el proceso, entre otros, los siguientes elementos de convicción: 

- Copia auténtica del registro civil de defunción de la señora Luz Miryam Medina Olivares, el cual indica que su muerte se produjo el 28 de septiembre de 1996, en el municipio de Pacho, Cundinamarca; respecto de la causa de muerte se indicó que fue por “insuficiencia respiratoria aguda - edema pulmonar”
.
- Copia auténtica del protocolo de necropsia practicado el 28 de septiembre de 1996 por el Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses a la señora Luz Miryam Medina Olivares, en el cual se concluyó lo siguiente:

“Mujer grávida que fallece en cuadro de insuficiencia respiratoria aguda secundario a edema pulmonar intenso y signos de hemodilución de origen a determinar.

Anexo uterino: (…). El producto de la concepción de sexo masculino, sin mal formaciones, peso 3000 grs. talla de 49 cm. con áreas de desprendimiento de epidermis por descomposición (…). El bebé se observa con marcada cianosis generalizada, fontanela normotensa y características del Ballard para 40 semanas al que no se le practica exploración autópsica por solicitud expresa de familiares, ojos cafés, y de aspecto normal en su apariencia externa diferentes a la cianosis descrita. 

Los hallazgos sugieren un sufrimiento fetal agudo seguido de severa hipoxia”
 (Se ha destacado).  

- Copia auténtica del informe sobre la atención médico hospitalaria brindada a la señora Luz Miryam Medina Olivares, suscrito el 7 de octubre de 1996 por el Director del Centro de Salud de Yacopí y dirigido al Gerente del Hospital San José de La Palma (Cundinamarca); de dicho documento resulta pertinente transcribir la siguiente información: 

“Se trata de una paciente de 20 años de edad, de 41 semanas de gestación, que ingresa por el servicio de urgencias el 27-09-96 a.m., por presentar ruptura prematura de membranas de 12 horas de evolución y actividad uterina irregular, ingresa con signos vitales estables, movimientos fetales positivos (…).

19:30: Se encuentra desaceleraciones postcontracciones, se decide programarle cesárea para evitar aumento del sufrimiento fetal agudo y complicaciones de la ruptura prematura de membranas, además continuaba paciente poco colaboradora. 

21:00: Se pasa la paciente a cirugía, se prepara la sala.

21:45: Se logra colocar anestesia raquídea, 2 cc de Lidocaína al 5%, aproximadamente a los 5 minutos presenta paro cardiorespiratorio. 

Se realiza reanimación durante más o menos 20 minutos con maniobras de entubación, soporte ventilatorio con ambulancia, masaje cardiaco y apoyo inotrópico con atropina y adrenalina logrando revertir el paro con respiración espontánea. 

24:30 (28-09-96): Se confirma remisión al Hospital de la Samaritana, salen con paciente, signos vitales estables, entubada con respiración espontánea, frecuencia cardiaca fetal negativa. 

4:00: Presenta nuevamente paro cardiorespiratorio en viaje a 10 minutos, delante de la población de Pacho, se realizan nuevas maniobras sin lograr reversión, la paciente muere”
 (Negrillas adicionales). 
- A folios 162 a 176 del cuaderno 2 obra copia auténtica de la historia clínica de la atención médica brindada a la señora Luz Miryam Medina oliveros en el Centro de Salud San Antonio de Yacopí, Cundinamarca, los días 27 y 28 de septiembre de 1996, la cual en su mayoría resulta ilegible. 

- Copia auténtica del resumen de la historia clínica de la referida paciente, remitida al proceso por Director del Centro de Salud San Antonio de Yacopí, mediante oficio de fecha 13 de septiembre de 2002, en cuyo contenido se consagró la siguiente información: 

“Paciente que asistió a controles prenatales el 2-III-96, 2 VII 96, 17 VIII 96, 10-IX-96, 17-IX-96, 26-IX-96, los cuales fueron normales excepto el 17-IV-96 donde se DX Candiniasis vaginal y se inició Clotrimazol Óvulos con mejoría de cuadro clínico. 

Posteriormente asistió el 27-IX-96 a las 9:30  por dolores, actividad uterina regular y amniorrea de más o menos 12 horas de evolución. Antecedentes patológicos (-), quirúrgicos (-), EG: 41 semanas por última menstruación. (…). Se hace impresión diagnóstica: 

1. Embarazo de 41 semanas. 

2. Ruptura prematura de membranas de más de 12 horas.  

3. Trabajo parto fase latente. 

Se hospitalizó para control y atención del parto. Según órdenes medicas se inicia conducción de trabajo de parto con Syntocinon y se administró ampicilina, (…). Se continua control de trabajo de parto  las 15 horas es valorada, persiste bienestar fetal, se continúa igual manejo, a las 18 horas es valorada: actividad uterina: 2-3 en 10 minutos, buena intensidad más bienestar fetal, amniorrea clara, tacto vaginal: D4 cms. se continua igual manejo. 

A las 19:30 horas se decide pasar a cesárea debido a trabajo de parto estacionario. La paciente autoriza el procedimiento a las 20:10 horas conociendo los riesgos de la anestesia y de la cirugía. 

A las 22 horas es pasada a Qx donde se le aplicó anestesia regional 2cc Lidocaína al 5% a nivel L2 y L3, a los 5 minutos del procedimiento presentó paro cardiorespiratorio se colocó atropina, adrenalina, se entubó y se sacó del paro, a los 20 minutos posteriormente se remitió a Bogotá con intubación, Ambu, Lev, bicarbonato, atropina, adrenalina F.C: 10x. 

La evolución durante la remisión fue: A las 00:30 del 28 de septiembre de 1996, sale paciente intubada, respiración espontánea, soporte inotrópico (líquidos endovenosos, atropina, adrenalina, epenim, bicarbonato), TA: 140/90, FC 120 X’, fetocardia negativa, pulso débil, pupilas midriáticas, levemente reactivas, rigidez en miembros superiores, ruidos cardíacos arrítimicos, ruidos respiratorios taquioneicos, a la 1+15 a.m., presenta hiperextensión de miembros superiores, a las 2 a.m., es valorada en el Hospital La Palma donde se comprueba importante compromiso neurológico, a las 4 a.m., presenta nuevamente paro cardiorespiratorio, se realizan maniobras de reanimación por 15 minutos sin obtener respuesta, ausencia de pulso, tensión arterial negativa, frecuencia respiratoria negativa, no ruidos cardiacos, pupilas midríaticas no reactivas. Paciente fallece.”
 (Se destaca). 
- Experticio en la modalidad de informe técnico, rendido por el médico forense identificado con el código 095-3, adscrito al Grupo de Servicios Forenses del Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses de Bogotá D.C., quien luego de evaluar la historia clínica de la señora Luz Miryam Medina Olivares, emitió el siguiente concepto: 

“1.- Al ingreso de la paciente:

Ella se hace presente con cuadro de actividad uterina en preparto, con ruptura prematura de membranas coriamnióticas de 12 horas de evolución y se hace cubrimiento con antibióticos y se decide la inducción del trabajo de parto. 

La conducta médica se considera adecuada. Estaba indicado, por el tiempo de gestación y con cuadro de ruptura prematura de membranas corioamnióticas, desembarazar a la paciente, ya por inducción o por cesárea. Además, se hizo cubrimiento antibiótico por el riesgo de que se desarrollase una corioamnioitis. 

2.- Al momento de tomar la decisión quirúrgica: 

La conducta médica no se considera adecuada porque si bien es cierto, eventualmente hubiera sido necesario realizar la cirugía, esta no constituía realmente una urgencia en ese momento y las condiciones generales de la paciente y del feto no indicaban la inminencia ni un sufrimiento fetal agudo ni de riesgo para la salud de la madre en las siguientes horas, ni la inminencia de una fase expulsiva del trabajo de parto. De hecho, la decisión de operar se tomó casi al momento en que el verdadero trabajo de parto hizo comienzo. 

Por lo tanto, se considera que la inadecuada interpretación del estado clínico de la paciente en ese momento condujo a una equivocada decisión de operarla bajo las condiciones subóptimas en las que efectivamente se hizo. Ello condujo al equipo de salud a poner en riesgo a la paciente. 

Se concluye que hay una relación causal entre el manejo médico en esta etapa de la atención y el resultado final.

3.- Durante la preparación del procedimiento quirúrgico y de la aplicación de la anestesia. 

La prehidratación de la paciente se hizo con lactato de ringer a una dosis dentro de la recomendada en los protocolos de manejo para la anestesia raquídea. Esto quiere decir que es una acción adecuada y oportuna. 

El resto del acto médico relacionado con la atención anestésica no es adecuado, porque la historia clínica no refleja las acciones terapéuticas tomadas y ni siquiera se ha aportado información de la historia clínica sobre el verdadero medicamento empleado como agente anestésico y mucho menos se ha aclarado cuál fue la dosis empleada. Tampoco aparecen registros de las condiciones de la paciente en el lapso transcurrido entre la aplicación del agente anestésico intrarraquídeo y la aparición del colapso cardiovascular. (…). 

Se considera, en consecuencia que la actuación médica no fue la adecuada en este punto y existe una relación de causalidad con el resultado final de la paciente.  

4.- Ante la presentación súbita de hipotensión y colapso cardiovascular posterior a la aplicación de la anestesia. 

Se encuentra una complicación que se encuentra descrita en la literatura médica como consecuencia de la aplicación de la anestesia raquídea. La ausencia de un verdadero registro del acto anestésico y la presencia de una descripción genérica de los procedimientos y maniobras de reanimación farmacológicas y mecánicas, no permiten hacer claridad sobre el momento ni el lugar para efectuar el procedimiento, porque el estado de la paciente y el estado del feto, no constituían una real urgencia vital sino que era una urgencia relativa cuyo manejo podía diferirse por unas cuantas horas, como se ha mostrado antes de este dictamen. 

“(…).

“CONCLUSIÓN: 

“1. Mujer adulta joven en su primer embarazo a término, que muere muy probablemente por un colapso cardiovascular por un nivel anestésico alto. 

2.- Se considera que la muerte se debió a una complicación del acto médico anestésico. 

3.- Se considera que la actuación médica no fue adecuada y que incidió en el resultado final, la muerte de la paciente y del feto. 

4.- El acto operatorio no constituía una urgencia vital, pese a lo cual se tomó la decisión de intervenir a la paciente en un medio hospitalario que no ofrecía las condiciones de infraestructura ni de personal adecuadas”
 (Negrillas y subrayas fuera del texto original).     

Del anterior experticio se dio traslado a las partes mediante proveído de fecha 21 de febrero de 2002, término durante el cual se guardó silencio.

- Copia auténtica del proceso penal No. 363 adelantado por la muerte de la señora Luz Miryam Medina Olivares contra los médicos Carlos Rojas y Nancy Lucero Cortés, el cual terminó con providencia proferida el 18 de junio de 1998 por la Fiscalía Seccional de La Palma (Cundinamarca,)  mediante la cual se decidió precluir la investigación en favor de las citadas personas
.  

- Finalmente, mediante oficio de fecha 31 de julio de 2013, el Gerente del Hospital San José de La Palma, hizo constar que “[e]l centro de Salud San Antonio de Yacopí no cuenta con personería jurídica propia, se encuentra adscrito y depende tanto administrativa como presupuestalmente de la E.S.E., San José de La Palma, el cual es una Empresa Social del Estado, con autonomía administrativa, presupuestal y financiera desde 1968, fue creado mediante la ordenanza 017 expedida por la Asamblea de Cundinamarca”
 (se ha resaltado).  

 2.4.- CONCLUSIONES PROBATORIAS Y CASO CONCRETO. 

De conformidad con el material de convicción allegado al proceso, específicamente con el protocolo de necropsia de la señora Luz Miryam Medina Olivares y de su criatura gestante
, se encuentra plenamente acreditada la ocurrencia de los daños antijurídicos por los cuales se demanda el reconocimiento de indemnización, en tanto las muertes de la citada persona y de la criatura que estaba por nacer suponen, por sí mismas, una aminoración de distintos bienes jurídicos protegidos y amparados por el ordenamiento jurídico, frente a los cuales existe plena protección. 

Ahora bien, establecida la existencia del daño antijurídico, aborda la Sala el análisis de imputación con el fin de determinar si en el caso concreto dicho daño le puede ser atribuido a la Administración Pública demandada y, por lo tanto, si ésta se encuentra en el deber jurídico de resarcir los perjuicios que de dicho daño se derivan y, en consecuencia, si la sentencia consultada debe ser revocada. 

A partir de las pruebas aportadas al proceso, se puede establecer, básicamente, 

i) Que la señora Luz Miryam Medina Olivares acudió al servicio de Urgencias del Centro de Salud San Antonio de Yacopí (Cundinamarca), el día 27 de septiembre de 1996, por presentar dolores de parto y ruptura de membranas de 12 horas de evolución, se anotó también que la paciente a su ingreso presentaba buen estado general, se encontraba consciente, afebril e hidratada, con signos vitales normales, que contaba con 41 semanas de gestación; se consideró que se encontraba en trabajo de parto y se hospitalizó. 

ii) Que una vez hospitalizada se suministraron los medicamentos necesarios para inducir el parto, se hizo control de trabajo de parto durante varias horas; posteriormente se decidió practicar una cirugía de cesárea, cuya justificación -según el dictamen pericial-, era la detención del trabajo de parto, la ruptura de membranas y un supuesto sufrimiento fetal agudo; una vez en la sala de cirugía le aplicaron anestesia raquídea al parecer con “bupivacaína”, no obstante no se consignó en la historia clínica la dosis que fue suministrada. 
iii) Que luego de cinco (5) minutos de haberse aplicado la anestesia la paciente presentó un paro cardiorespiratorio, no obstante lo cual  respondió a las maniobras de reanimación; posteriormente, fue remitida al Hospital La Samaritana de Bogotá ‘con intubación’, pero falleció cuando era trasladada en ambulancia a causa de "cuadro de insuficiencia respiratoria aguda”. 
Ahora bien, advierte la Sala que el concepto pericial al cual se hace referencia merece ser atendido en cuanto resulta claro, consistente y preciso en sí mismo y en relación con los criterios que expone, amén de guardar coherencia con la información consignada en los datos registrados en el resumen de la historia clínica de la paciente y el informe médico allegado al proceso por Director del Centro de Salud de Yacopí, por manera que las conclusiones de dicho dictamen le merecen credibilidad a la Sala. 

Ciertamente, el dictamen pericial antes transcrito concluyó de manera contundente que <<Se considera, en consecuencia que la actuación médica no fue la adecuada en este punto y existe una relación de causalidad con el resultado final de la paciente>>, de igual forma, de acuerdo con tal medio probatorio, <<la muerte se debió a una complicación del acto médico anestésico>>, amén de que <<se tomó la decisión de intervenir a la paciente en un medio hospitalario que no ofrecía las condiciones de infraestructura ni de personal adecuadas>>. 
Así las cosas, en criterio de la Sala los presupuestos fácticos del asunto sub judice, derivados del acervo probatorio al cual se ha hecho alusión en anterior apartado dentro de este pronunciamiento, conducen a determinar que en el presente caso se encuentra demostrada una falla en la prestación del servicio de salud a cargo de la entidad demandada, y que esa falla está relacionada con los aludidos daños que sirve de fundamento a la acción que ahora se decide.  

Finalmente, resulta necesario manifestar que la parte demandada no acreditó dentro del proceso la diligencia e idoneidad en la atención y/o tratamientos brindados al paciente, así como tampoco probó la configuración de cualesquier otra causal eximente de responsabilidad. Advierte la Sala que la acreditación de tales eximentes de responsabilidad, imponen la prueba de que se trató de un acontecimiento que le era imprevisible e irresistible para la Administración. De no ser así, de tratarse de un hecho o acto previsible o resistible para la entidad, se revela una falla del servicio en el entendido de que dicha entidad teniendo un deber legal, no previno o resistió el suceso, pues como lo advierte la doctrina “sólo cuando el acontecimiento sobrevenido ha constituido un obstáculo insuperable para la ejecución de la obligación, deja la inejecución de comprometer la responsabilidad del deudor”
.
De igual manera, la doctrina especializada ha precisado sobre la causa extraña lo siguiente:

“Para constituir una causa ajena, un acontecimiento, ya se trate de acontecimiento anónimo (caso de fuerza mayor stricto sensu), del hecho de un tercero o de una culpa de la víctima, debe presentar los caracteres de la fuerza mayor (lato sensu); es decir, ser imprevisible e irresistible.”

Por consiguiente, ha de imputarse a la entidad demandada la responsabilidad de reparar los daños causados a los demandantes y, por ende, la Sala confirmará en este punto la sentencia consultada, esto es la proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Tercera, Sala de Descongestión, el 26 de noviembre de 2003. 

2.5.- INDEMNIZACIÓN DE PERJUICIOS. 

En este punto, la Sala debe precisar que en razón a que el grado jurisdiccional de consulta se surte a favor de la entidad pública condenada, no hay lugar a estudiar la procedencia de las peticiones patrimoniales que elevaron los demandantes y que fueron negadas por el a quo.

2.5.1.- Perjuicios morales a favor de los demandantes. 

Según se acreditó en el presente asunto, los daños antijurídicos que se imputaron a la entidad demandada en la sentencia consultada se produjeron por la muerte de la señora Luz Miryam Medina Olivares y de la criatura que estaba por nacer, en las circunstancias descritas en el anterior capítulo de esta providencia, todo lo cual produjo a los demandantes, sin duda, una afección moral que debe ser indemnizada. 

Acerca de los daños causados por la muerte de una persona, resulta necesario precisar que con la simple acreditación de la relación de parentesco mediante los respectivos registros civiles de nacimiento, se presume que los parientes cercanos de una víctima fatal han sufrido un perjuicio de orden moral; en efecto, la simple acreditación de tal circunstancia, para eventos de perjuicios morales reclamados por abuelos, padres, hijos, hermanos y nietos,  cuando alguno de estos hubiere fallecido o sufrido una lesión, a partir del contenido del artículo 42 de la Carta Política
 y de las máximas de la experiencia, resulta posible inferir que el peticionario ha sufrido el perjuicio por cuya reparación demanda. 

Agréguese a lo anterior que, es lo común, lo esperable y comprensible, que los seres humanos sientan tristeza, depresión, angustia, miedo y otras afecciones cuando se produce la muerte de una persona; asimismo, la tasación de este perjuicio, de carácter extrapatrimonial, dada su especial naturaleza, no puede ser sino compensatoria, por lo cual, corresponde al juzgador, quien con fundamento en su prudente juicio debe establecer, en la situación concreta, el valor que corresponda, para cuyo propósito debe tener en cuenta la naturaleza y la gravedad de la aflicción y de sus secuelas, de conformidad con lo que se encuentre demostrado en el proceso.

En el caso que hoy ocupa a la Sala, según lo ya expresado, puede inferirse fácilmente que el daño moral sufrido por los familiares de la señora Luz Miryam Medina Olivares fue de gran intensidad, en atención a las circunstancias en que se produjo la muerte de la referida persona y del bebe que estaba por nacer, razón por la cual habrá lugar a confirmar la decisión adoptada en la sentencia consultada respecto del reconocimiento, a título de daño moral, de los montos establecidos para cada uno de los demandantes. 
De igual forma, debe advertirse que obran en original y copia auténtica los respectivos registros civiles nacimiento de los señores Esther Olivares de Medina, Fidel Medina, María Eugenia, María Sonia, Nidia y Fabio Nelson Medina Olivares,
 a partir de los cuales se entiende probada la calidad de  padres y hermanos, respectivamente, de tales personas en relación con la víctima directa. 

De otra parte, con fundamento el artículo 16 de la Ley 446 de 1998,
 la Sala modificará la sentencia objeto de consulta, en cuanto a que el valor de los salarios mínimos legales mensuales reconocidos será el equivalente al momento de efectuarse la ejecutoria de la presente sentencia y no al momento de la fecha de la sentencia consultada, como erradamente se indicó en aquella. 

Finalmente, la Sala impondrá la condena únicamente contra el Hospital San José de La Palma, comoquiera que según constancia expedida por esa misma entidad, el Centro de Salud San Antonio de Yacopí se encuentra adscrito y depende tanto administrativa como presupuestalmente de dicho centro hospitalario. 

2.6.- Condena en costas.

Comoquiera que para el momento en que se profiere este fallo, el artículo 55 de la Ley 446 de 1998 indica que sólo hay lugar a la imposición de costas cuando alguna de las partes haya actuado temerariamente y, debido a que ninguna procedió de esa forma en el sub lite, no habrá lugar a su imposición.  

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección A, administrando Justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
FALLA

PRIMERO: MODIFICAR la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo de  Cundinamarca, Sección Tercera, Sala de Descongestión, el 26 de noviembre de 2003, la cual quedará así: 

1°. Declárase administrativamente y patrimonialmente responsable al Hospital de San José de La Palma, por la muerte ocasionada a la señora Luz Miryam Medina Olivares, de conformidad con las consideraciones expuestas en esta sentencia. 

2°. Condénase en consecuencia al Hospital de San José de La Palma, a reconocer y pagar a favor de los señores, por concepto de perjuicios morales: 

Esther Olivares de Medina y Fidel Medina (padres de la víctima), por el fallecimiento de su hija Luz Miryam Medina, la suma equivalente a cien (100) salarios mínimos legales mensuales vigentes para cada uno y, cuarenta (40) salarios mínimos legales mensuales vigentes por la aflicción moral de la pérdida de la criatura neonata, para cada uno. 

Para María Eugenia Medina Olivares, María Sonia Medina Olivares, Nidia Medina Olivares (hermanas mayores de la víctima) y para Fabio Nelson medina Olivares (hermano menor de la víctima), quién está representado por su madre señora Esther Olivares de Medina, la suma equivalente a cincuenta (50) salarios mínimos legales mensuales vigentes, para cada uno. 

3°. Deniéganse las demás pretensiones de la demanda. 

4°. Para el cumplimiento de esta sentencia se dará aplicación a lo dispuesto por los artículos 176, 177 y 178 del Código Contencioso Administrativo. 

SEGUNDO: Sin condena en costas.

TERCERO: Ejecutoriada esta providencia, DEVOLVER el expediente al Tribunal de origen para su cumplimiento y expídanse a la parte actora las copias auténticas con las constancias de las que trata el artículo 115 del Código de Procedimiento Civil.
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� “La familia es el núcleo fundamental de la sociedad. Se constituye por vínculos naturales o jurídicos, por la decisión libre de un hombre y una mujer de contraer matrimonio o por la voluntad responsable de conformarla. El Estado y la sociedad garantizarán la protección integral de la familia. La ley podrá determinar el patrimonio familiar inalienable e inembargable. La honra, la dignidad y la intimidad de la familia son inviolables”. 
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